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Expediente 66001-31-03-005-2008-00108-01





Se resuelven los recursos de APELACIÓN interpuestos por los apoderados judiciales de los señores NORMA GARCÍA DE VELASQUEZ, MARÍA VICTORIA VELASQUEZ GARCIA y JESÚS DAVID VELASQUEZ GARCÍA, y de ECOPETROL S.A., contra la sentencia proferida el veinticuatro (24) de marzo de dos mil nueve (2009), por el JUZGADO CUARTO CIVIL DEL CIRCUITO de la ciudad en este proceso de Expropiación, promovido por el INSTITUTO NACIONAL DE CONCESIONES - INCO en frente de las personas naturales, la entidad arriba mencionadas, la CHEC S.A. E.S.P. y TRANSGAS DE OCCIDENTE.
I. RESUMEN DE ANTECEDENTES:

En el despacho judicial citado mediante apoderado judicial, el INSTITUTO NACIONAL DE CONCESIONES (de aquí en adelante INCO), solicita que se decrete en su favor la expropiación por vía judicial, y en consecuencia la transferencia forzosa de un terreno con 727.13 m², terreno identificado en el hecho “tercero” del libelo (folio 4 cuaderno No 2 copias auténticas), el cual hace parte de un predio de mayor extensión denominado MIRALINDO, ubicado en el municipio de Pereira, registrado con el número de matricula inmobiliaria 290-88561 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Pereira, de propiedad de las personas demandadas.

Igualmente, solicita se ordene la cancelación parcial sobre la zona de terreno arriba mencionada, de las servidumbres de conducción de energía, de oleoducto y tránsito, impuestas por la empresa CENTRAL HIDROELÉCTRICA DE CALDAS CHEC y la EMPRESA COLOMBIANA DE PETROLEOS ECOPETROL, al igual que de los derechos de cuota parcial de servidumbre de Gasoducto que fueron cedidos a la empresa TRANSGAS DE OCCIDENTE. 
Por último solicita que se condene en costas a los demandados, al igual, que se ordena la cancelación de cualquier otro gravamen que afecte el inmueble.
Los fundamentos de las anteriores pretensiones pueden resumirse así:

1.) El instituto demandado fue creado mediante decreto 1800 de 26 de junio de 2003, mediante resolución No. 0061 de 16 de julio de 2004, INCO, adjudicó a la SOCIEDAD CONCESIONARIA DE OCCIDENTE S.A., el contrato de concesión GG – 046 de 2004, a fin de desarrollar las obras relacionadas con el proyecto vial “Pereira – La Victoria”, y para el desarrollo de dicho proyecto, la demandante requiere la adquisición del terreno arriba mencionado.

2.) La Sociedad Concesionaria de Occidente S.A., una vez identificó planamente la zona de terreno inmueble, para efectos de su enajenación directa o voluntaria, obtuvo del colegio de Avaluadores CAMACOL Risaralda, el avalúo técnico administrativo o corporativo No. FP-PV 0019 A de fecha 13 de agosto de 2007, determinando al suma de $8.703.280, por lo que procedió INCO a realizar, con base en dicho avalúo, la oferta formal de compra del inmueble, la misma que fue notificada en forma personal al señor JESÚS DAVID VELASQUEZ, y mediante edicto a las demás personas demandadas, sin obtener por parte de ellos en su calidad de propietarios del predio, ninguna manifestación al respecto.
3.) Sobre dicho predio hay impuestas servidumbres de conducción de energía eléctrica, de oleoducto y tránsito, la primera por la CHEC S.A. y la segunda por ECOPETROL, al igual que la empresa TRANSGAS DE OCCIDENTE S.A., también tiene una servidumbre legal de gasoducto, mediante la transferencia de derechos de cuota de cesión parcial y proindiviso que le hizo ECOPETROL.
4.) Con fundamento en los artículos 58 de la Constitución Política, artículo 110 del decreto 222 de 1983, la Ley 9ª de 1989 y la Ley 388 de 1997, y ante la imposibilidad jurídica de efectuar la negociación voluntaria y habiendo transcurrido el término legal para el proceso de enajenación voluntaria, INCO expidió la resolución No. 057 del 8 de febrero de 2008, mediante  la cual se ordenó la iniciación del trámite judicial de expropiación, para lo cual se expidió el oficio S.G.C. 001856, en el que se citaba a las personas aquí demandadas a fin de que se presentaran en las instalaciones de INCO, para poder notificarles su contenido; al no ser posible la notificación personal, se realizó mediante edicto No. 043 del 7 de marzo de 2008. 

Con su escrito la entidad demandante acompañó toda la documentación referente a la actuación administrativa, la oferta de compra, resolución de expropiación, avalúo efectuado por Camacol, escritura pública, certificado de tradición, etc., etc., todo lo cual conforma los folios 10 a 126 del cuaderno de copias.
La demanda fue admitida mediante auto del doce (12) de junio de dos mil ocho (2008), se ordenó notificar personalmente a los demandados y, previo el lleno de una exigencia legal por parte de la entidad demandante, el Despacho mediante auto de fecha 30 de julio de 2008, ordenó la entrega anticipada del inmueble, y comisionó al Inspector Municipal de Policía Reparto de la ciudad, diligencia que fue llevada a cabo el 2 de septiembre del mismo año.
Las personas demandadas fueron notificadas mediante diligencia de notificación personal (folios 168 y 169 del mismo cuaderno), y en forma oportuna, mediante apoderado judicial contestaron la demanda para referirse a los hechos y oponerse a las pretensiones, manifestando que la demanda no satisface los requisitos legales, al igual que tampoco se adjunta copia de la consignación bancaria o depósito judicial correspondiente al valor del predio, como tampoco aportaron copia de la demanda para traslado.
Oportunamente y mediante apoderado judicial las entidades demandadas contestaron la demanda en la siguiente forma: TRANSGAS DE OCCIDENTE S.A., no se opuso a las pretensiones siempre y cuando no se afecte la servidumbre legal de gaseoducto; ECOPETROL S.A., se opuso a las pretensiones consignada en los numerales tercero y sexto del acápite, en lo concerniente con la cancelación parcial de la Servidumbre de Oleoducto y Transito, por lo cual deben estudiarse posibilidades de rediseño del proyecto vial, y asegurar la demandante  las modificaciones necesarias para la continuidad de la operación propia de Ecopetrol; la CHEC se opuso a las pretensiones, y pidió que se  realicen estudios técnicos tendientes a buscar la reubicación de las estructuras metálicas y líneas de alta tensión, al igual que se estudien y se impongan las nuevas servidumbres originadas por el traslado de dichas estructuras y líneas.  
Después de estar debidamente notificados todos los demandados, sobrevino, entonces, la sentencia con fallo favorable a las pretensiones de la actora, lo que originó los recursos de apelación por parte de las personas naturales demandadas y de ECOPETROL, recursos de los cuales se ocupa ahora la Sala. 

II. MOTIVACIONES DEL FALLO E

INCONFORMIDAD DE LOS RECURRENTES.

A) El Juez de la causa, cita el artículo 58 de la Constitución Nacional, a fin de indicar cuándo puede haber expropiación, al igual que procede a darle legitimación a la demandante para poder iniciar este tipo de procesos, identificando además que los demandados fueron debidamente notificados por INCO al inicio del trámite, y que al estos no interponer recurso alguno, por lo tanto se encuentra debidamente ejecutoriada quedando agotada la vía gubernativa, razón por la cual es procedente la ejecución, de conformidad con el artículo 64 del Código contencioso Administrativo.  
Resuelve, entonces, decretar la expropiación a favor de la demandante, ordenando la cancelación de los gravámenes, embargos o inscripciones que figuren inscritos sobre el inmueble.
B.) El apoderado judicial de las personas naturales demandadas centra su inconformidad, en esencia, en el hecho de que, en su entender, en desarrollo de la etapa administrativa que le abrió paso a la expropiación se les violó a sus poderdantes el derecho defensa y las normas del debido proceso, como quiera que no se les hizo notificación personal de lo decidido por la entidad expropiante. Además el avalúo practicado, que se acercó con la demanda, no fue justo ni equitativo toda vez que el precio fijado es irrisorio. 

El apoderado judicial de ECOPETROL S.A., de su parte, no se opone a la expropiación pero si ataca el numeral 2° de parte resolutiva del fallo de primera instancia en el sentido de que se emitió una orden genérica de cancelación de gravámenes, que puede afectar el derecho de servidumbre que tiene la citada empresa.

Aquí el recurso se tramitó conforme a derecho y pasa a resolverse lo pertinente previas las siguientes: 

III. CONSIDERACIONES DE LA SALA:

 Los presupuestos procesales están correctamente cumplidos.





 La legitimación de las partes tampoco merece objeción porque como demandante comparece El Instituto Nacional de Concesiones, INCO, entidad del orden nacional adscrita al Ministerio de Transporte, representada por el doctor Fabián Ernesto Moscote Aroca. Y como demandadas las personas naturales Norma García de Velásquez, María Victoria y Jesús David Velásquez García, en su condición de propietarios de un lote de terreno de 727.13 m², desgajado de otro de mayor porción, conocido como “Miralindo”, con matricula inmobiliaria No. 290-88561, cuya alinderación y demás datos de identificación aparecen en el hecho “tercero” de la demanda. Y las personas jurídicas Chec. S.A. E.S.P., Ecopetrol S.A. y Transgás de Occidente, todas debidamente representadas en este asunto, en su condición de titulares activos de gravámenes secundarios (servidumbres) que afectan el predio.

La competencia de la Sala se limita a conocer de la apelación interpuesta por el apoderado de las personas naturales arriba mencionadas y por el apoderado de Ecopetrol S.A., no sin antes destacar que ninguno de tales impugnantes muestra su inconformidad con el decreto de expropiación propiamente dicho, sino, que sustentan su argumentación en los términos expuestos en literal “B” que antecede.
Ello, naturalmente, facilita la tarea de esta instancia porque se trata de aspectos un tanto accesorios que, por serlo, no afectan la cuestión sustancial debatida en este asunto aunque, claro, reclaman un pronunciamiento concreto sobre dichos puntos. 


El Art. 58 de la Constitución Nacional, en la forma como fue modificado por el Acto Legislativo Nro. 1 de 1999 dice en su parte pertinente: 

“Por motivos de utilidad pública o de interés social definidos por el legislador, podrá haber expropiación mediante sentencia judicial e indemnización previa. Esta se fijará consultando los intereses de la comunidad y del afectado”

Fue así como en cumplimiento de dicha norma superior y de las especiales contenidas en la Ley 9ª. de 1989 y 388 de 1997, lo mismo que en lo dispuesto por el Art. 451 del C. de P. Civil, el juez a-quo –en decisión que esta Sala comparte- procedió a decretar la expropiación de la franja de terreno arriba citada con la consiguiente indemnización siendo de aclarar que el avalúo anticipado ascendió a la suma de $8.703.280,oo m/cte, cuya mitad ya fue consignada en el proceso, según constancia de folio 135 del cuaderno de copias.
Conviene destacar a este propósito que mediante resolución No. 057 de febrero 8 de 2008, se decretó por motivo de “utilidad pública e interés social la iniciación del trámite judicial de expropiación…”, la misma que fue notificada legalmente a los propietarios demandados, sin que hubieran interpuesto recurso alguno, quedando agotada así la vía gubernativa.
De suerte que ante la evidencia del fracaso de la negociación directa entre las partes y cumplido los requisitos de forma y de fondo para la viabilidad de la demanda de expropiación, es del caso acceder a ella dado que, 
“El legislador fija los motivos de utilidad pública o interés común; la administración declara para un caso concreto los motivos de interés público gestiona la expropiación; el juez controla el cumplimiento de las formalidades y fija la indemnización, mediante el procedimiento de expropiación”
.
Ahora, respecto de la inconformidad manifestada por el apoderado judicial de ECOPETROL S.A., conviene precisar que no es de recibo, porque la “orden genérica” emitida en el numeral 2° del fallo que se revisa, debe entenderse sin perjuicio de los derechos de servidumbre constituidos con anterioridad en favor de las tres entidades antes mencionadas porque, de una parte,  son derechos adquiridos con arreglo a la ley que por lo mismo deben ser respetados en este tipo de actuaciones, tal cual lo manda el artículo 58 de la Constitución Nacional. 

De la otra, no debe perderse de vista que dichas servidumbres facilitan la prestación de servicios públicos que, como tales, son de interés general y gozan de especial protección, según lo dispuesto por el artículo 15 de la ley 56 de 1981 (aplicable al caso), y que a la letra dice:
“Corresponde a las autoridades nacionales, departamentales y municipales, tanto civiles como militares, velar por la protección de los bienes de las entidades propietarias de las obras de que trata esta ley”
Por tanto, está aclaración se hará en la comunicación que al respecto se libre al señor Registrador de Instrumentos Públicos, habida cuenta que el juez a-quo no hizo ninguna distinción al respecto.

En el mismo orden de ideas, la argumentación del apoderado judicial de las personas naturales demandadas tampoco tiene asidero, porque, de una parte, la notificación mediante edicto
 que les hizo la entidad INCO, está autorizada por la Ley, según los artículos 69 del estatuto 388 de 1997 y 44 y 45 del Código Contencioso Administrativo, vale decir, que se le considera un medio válido e idóneo para que la administración pública les haga saber sus actuaciones a los particulares.
De la otra, porque el avalúo que el mismo apoderado tacha de irrisorio, no  tiene un carácter definitivo, está autorizado por los artículos 61 y 62 de la Ley 388 de 1997, sin menoscabo, eso sí, del posterior avalúo que consagra el artículo 456 del C. P. Civil, en armonía con el Decreto1420 de 1998 en orden a facilitar la ejecución de la sentencia. 
De suerte que estando reunidos todos los requisitos de orden sustancial y administrativo para la prosperidad de la pretensión, es del caso abrirle paso a la expropiación judicial, y así se hará en la parte resolutiva.
IV. CONCLUSIONES Y FALLO

Se confirmará, en consecuencia, el fallo apelado y se condenará en costas de ambas instancias a las personas naturales demandadas, que se opusieron a las pretensiones de la demanda, no así a las entidades públicas que no lo hicieron. (Arts. 392 num. 3 del C. de P. Civil)




En mérito de lo expuesto, la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,




RESUELVE:





1º.) SE CONFIRMA en todas sus partes la sentencia proferida el veinticuatro (24) de marzo del corriente año, dentro de este Proceso de EXPROPIACIÓN, promovido por el Instituto Nacional de Concesiones, INCO, en contra de Norma García de Velásquez, María Victoria y Jesús David Velásquez Garcías y de la CHEC S. A. E.S.P.; ECOPETROL S.A. y TRANSGAS DE OCCIDENTE, con la sola aclaración de su numeral “2º” en el sentido de que no se afectan ni cancelan las servidumbres constituidas a favor de dichas personas jurídicas, por lo expuesto en la parte motiva.




2º.) SE CONDENA en costas de ambas instancias a las personas naturales arriba citadas, no así a las jurídicas, por lo expuesto en la parte motiva (Art. 392 num. 3 del C. de P. Civil)





COPIESE Y NOTIFIQUESE:





Los Magistrados,





Gonzalo Flórez Moreno

Jaime Alberto Saraza Naranjo
    Fernán Camilo Valencia López
(Con salvamento parcial de voto)
� Corte Constitucional, Sent. T-124. Marzo 24  de 1994. M.P. Alejandro Martínez Caballero


� Ver folios 56 a 58 ibídem. 
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